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Exp. 610/2020/2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE: 610/2020/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	PARTE ACTORA: **********

	AUTORIDADES DEMANDADAS: DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN DE LA SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO.


	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARÍA GABRIELA MARMOLEJO HERNÁNDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., a veintiséis de enero de dos mil veintiuno. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 610/2020/2, promovido por el C. **********; señalando como autoridad demandada, al Director General de Gobernación dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el primero de septiembre del dos mil veinte, el C. **********, promovió demanda de juicio contencioso administrativo, en contra del Director General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, señalando como acto impugnado el que hizo consistir en su demanda de la siguiente manera.

a) Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada **********, quien bajo protesta de decir verdad manifestó que no le fue notificado;
b) La Resolución Administrativa, Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación **********.

Cabe destacar que la fecha del dictado de la resolución que constituye el acto impugnado fue el veintitrés de marzo del dos mil veinte, se notificó hasta el día veinte de julio del dos mil veinte y la demanda se presentó en la Oficialía de partes de este Tribunal el primero de septiembre del dos mil veinte en virtud de la contingencia sanitaria que es un hecho notorio tanto para este Tribunal como para las partes, habida cuenta que por acuerdo de Pleno de este Tribunal dictados en fecha diecisiete de marzo, quince y veintinueve de abril, veintiocho de mayo y once de junio del presente año, no hubo actuaciones procesales en este Órgano Jurisdiccional a partir del día diecinueve de marzo al treinta de junio de dos mil veinte en virtud de la contingencia sanitaria que es un hecho notorio tanto para este Tribunal como para las partes, entonces los días comprendidos en dicho periodo se consideraron inhábiles, por lo que, la actividad jurisdiccional se reanudó a partir del primero de julio del mismo año dos mil veinte.
III.- Mediante auto de tres de septiembre de dos mil veinte, se dio cuenta con el escrito de demanda y se tuvo por admitida la demanda, por lo que, con la copia simple del escrito inicial de demanda y de sus anexos, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que dentro del término de diez días hábiles, contestara lo que a su derecho correspondiera, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara conveniente y expresara los hechos con que éstas se encontraran relacionadas; apercibida que en caso de no hacerlo, de oficio, se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario; así también, se ordenó dar vista a la Secretaria General de Gobierno del Estado, como superior jerárquico de la autoridad demandada, para su conocimiento y efectos legales procedentes, con una copia de la demanda inicial. 
Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del Ordenamiento Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la parte actora por ofreciendo las pruebas referidas en el escrito de cuenta, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda.

Por otra parte se requirió a la parte actora para que en el término legal que le fue fijado, exhibiera original y/o copia certificada de la licencia de funcionamiento y/o autorización con folio **********, que amparara la actividad comercial del negocio y/o establecimiento del cual refirió en el escrito inicial de demanda él es titular, y respecto del cual llevo a cabo el pago de refrendo mediante el recibo con folio **********, expedido por la Dirección General de Ingresos, Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado. o en su defecto, manifestara algún impedimento legal que tuviera para hacerlo; con el apercibimiento que de no hacerlo se resolvería lo conducente con las constancias que obraran dentro del expediente. 
Tocante a la suspensión solicitada, se concedió la medida cautelar solicitada para efecto de que no se llevaran a cabo las acciones tendientes al cobro de la multa por parte de las autoridades competentes y las cosas se mantuvieran en el mismo estado hasta la resolución del juicio, quedando sujeta la medida cautelar concedida, a que se garantizara el interés fiscal del adeudo exigido ante la autoridad exactora.
Además en atención a lo establecido en el ACUERDO GENERAL ADMINISTRATIVO 11/VI/2020 dictado por el Pleno de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en fecha once de junio del año en curso, por el cual se emitieron los lineamientos administrativos y protocolos de acceso y prácticas en las instalaciones de labores para el retorno de actividades, durante la emergencia del SARS-CoV2 (COVID-19), se requirió a las partes del presente juicio para que señalaran algún medio electrónico (correo electrónico, número telefónico, etc) para efecto de informarles respecto de alguna diligencia de notificación que se les debiera realizar en el presente asunto.

IV.- A través del proveído de seis de octubre de dos mil veinte se acordó lo siguiente: 
En cuanto al requerimiento formulado a la parte actora en el auto dictado el tres de septiembre del dos mil veinte, se le tuvo por exhibiendo el original de la licencia número **********, expedida por el Secretario General de Gobierno del Estado, bajo la modalidad de “Consumo inmediato” clasificado como “**********”, con domicilio ubicado en la Calle **********, por tanto se dejó sin efecto el apercibimiento formulado al actor en el citado proveído y atento a lo solicitado por el actor se ordenó la devolución del original de la licencia número **********, previa copia certificada y toma de razón dejada en autos.

Así mismo, se dio cuenta con el oficio y anexos, signados por **********, en su carácter de Director General de Gobernación del Gobierno del Estado, recibido en el buzón de promociones de término de este Tribunal el veintiocho de septiembre de dos mil veinte, mediante el cual dio contestación a la demanda; por tanto, se le tuvo por contestada la demanda a la autoridad compareciente y con la copia simple del oficio contestatorio y sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales correspondientes.
Consecuentemente, con fundamento en lo establecido por los preceptos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes las siguientes:

A la parte actora, se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las siguientes:

· Original de la resolución de fecha veintitrés de marzo del dos mil veinte, que resuelve la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación ********** y el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada ********** y su constancia de notificación de fecha 20 de julio del año en curso;
· Impresión del Recibo con numero de folio **********, expedido por la Dirección General de Ingresos, Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno, de fecha treinta y uno de enero del dos mil veinte;
· Licencia número **********, expedida por el Secretario General de Gobierno del Estado, bajo la modalidad de “**********” clasificado como “**********”, con domicilio ubicado en la Calle **********;

· Orden de Visita e Inspección, y Acta de Inspección, Circunstanciada ********** de fecha trece de marzo del dos mil veinte;
· La Instrumental de actuaciones y la presuncional legal y humana.

A la autoridad demandada compareciente, se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en:

· Copia certificada del nombramiento expedido a favor del Director General de Gobernación en el Estado, de fecha doce de abril del dos mil dieciocho;
·  Copia fotostática certificada de la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación **********, emitida por el C. **********, Director General de Gobernación; así como de la Acta Circunstanciada de fecha trece de marzo de dos mil veinte.
· La Instrumental de actuaciones; 
· La presuncional legal y humana.
Por otra parte, en razón de que la autoridad demandada exhibió copia certificada de la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación, así como del Acta Circunstanciada, relativas a la inspección del establecimiento denominado “**********”, con domicilio ubicado en la Calle **********y además señaló que la demanda**********fue presentada extemporáneamente; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 237 fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que ampliara su demanda; apercibida que de no ampliar la demanda en el tiempo que le fue formulado se declararía por precluido su derecho para ampliar la demanda y se le tendría por no ampliada la misma, en caso de que no formularla en tiempo y forma. Así mismo, se reservó fijar fecha y hora para la celebración de la audiencia a que se refieren los artículos 245 y 246 del citado Ordenamiento Procesal.
V.- En auto de veintiséis de noviembre de dos mil veinte, se le tuvo a la parte actora por no promoviendo ampliación de la demanda en el término legal que le fue señalado y en consecuencia por precluído su derecho para hacerlo; en virtud de que no lo hizo en el término que para ese efecto señala el Código Procesal Administrativo.
Finalmente, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las diez horas del once de enero del dos mil veintiuno, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita.

VI.- En la fecha y hora indicadas en el punto resolutivo anterior -diez horas del once de enero del dos mil veintiuno-, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos **********; dio cuenta de las actuaciones acontecidas en el presente juicio –demanda, así como su respectiva contestación- se hizo constar que en auto de veintiséis de noviembre del dos mil diecinueve, se tuvo por precluido el derecho a la parte actora para ampliar la demanda. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; dándose por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracciones I y V, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad del Poder Ejecutivo Estatal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De conformidad con lo establecido en el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En el caso el interés jurídico de la parte actora, el C. ********** se encuentra plenamente acreditado con las documentales públicas relativas a la Licencia número ********** de fecha diez de julio del dos mil veinte otorgada a favor del actor por el Secretario General de Gobierno del Estado, bajo la modalidad de “**********” clasificado como “**********”, para el domicilio ubicado en la Calle **********; el recibo de pago con número de folio **********relativo al pago del refrendo correspondiente al ejercicio dos mil veinte y la resolución que constituye el acto impugnado, de donde se desprende que derivado de una visita de inspección se determinó imponer al hoy actor, una sanción consistente en multa por la cantidad total de **********., misma que se le exige su pago; dichas documentales son visibles en las fojas 19 a la 24 y 35 del expediente en que se actúa de lo que se sigue que el accionante tiene interés jurídico para acudir a este juicio contencioso administrativo a solicitar su nulidad.
Por su parte, el Director General de Gobernación de la Subsecretaría de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno, acreditó su personalidad con la copia certificada de su nombramiento expedido por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo del Estado la cual obra agregada a fojas 49 del expediente en que se actúa. 

Las documentales referidas en supra líneas gozan de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de la resolución dictada el 23 veintitrés de marzo de 2020 dos mil veinte, por el Director General de Gobernación dependiente de la Secretaria General de Gobierno, mediante la cual se le está imponiendo al enjuiciante una multa de ********** que equivalen a la suma de **********; así como el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada ********** de 13 trece de marzo del 2020 dos mil veinte.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido, del escrito de contestación de demanda se advierte que la autoridad demandada en principio hace valer a manera de excepción la de SIN ACCION NI DERECHO DE LA PARTE ACTORA PARA DEMANDAR, bajo el argumento de que la demanda fue presentada fuera del término previsto en la ley, partiendo de que el “Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada **********” que el actor afirma que no le fue notificada, pero que contrario a la falsa afirmación del actor, la diligencia correspondiente a la notificación de dicha acta fue atendida personalmente con la C. **********, quien dijo ser la encargada del establecimiento el 13 de marzo del 2020, por lo que el término inició a partir del 18 de marzo, comprendiendo los días 1, 2, 3, 6, 7, 8, 9, 10, 13, 14, 15, 16, 17, 20, 21, 22, 23, 24, 27, 28, 29, 30 y 31 de julio y 3, 4, 5, 6, 7 y 11, concluyendo el 12 de agosto del 2020, exceptuando los sábados y domingo y el periodo de la suspensión de actividades determinado por el Pleno del Tribunal debido a la situación sanitaria emergente en el país por el coronavirus; por lo que el día 01 de septiembre del 2020 en que se presentó la demanda en el Tribunal se encontraba fuera del término previsto en la ley, por lo que de conformidad con lo previsto en el artículo 228 fracción XI y 229 fracción VIII del Código en estudio debe decretarse la improcedencia y el sobreseimiento del juicio.
Al respecto esta Sala Unitaria estima que resultan infundados los argumentos que hace la demandada como enseguida se explica.

Primeramente es necesario precisar que de conformidad con el artículo 131 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, el momento oportuno para impugnar los actos de trámite de un procedimiento administrativo, es al momento de impugnar la resolución definitiva que se dicte en el procedimiento.

En efecto, los actos que integran un procedimiento administrativo, deben considerarse como de trámite cuando sirven para preparar la emisión de un acto final, en virtud de que el procedimiento administrativo es un todo, una universalidad que tiene como finalidad la emisión de un acto administrativo con el que se pone fin a un trámite o procedimiento iniciado de oficio o a petición del gobernado, tal y como se desprende de un análisis integral del cúmulo de disposiciones que integran el Titulo Segundo del referido Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; aunque en esencia los actos de trámite son actos administrativos por sí mismos, que tienen una regulación específica y deben de satisfacer ciertos requisitos para su legalidad y validez, son lo que la doctrina llama actos de molestia al ser solo una parte de la universalidad, y deben de analizarse de manera conjunta con ella, es decir cuando se haya concretado la emisión del acto administrativo al que sirven de preparación.

Ya que por una parte no es posible valorar su contenido o la afectación que causan en forma aislada y en segundo el permitir la impugnación de cada uno de ellos, traería como consecuencia que la autoridad no pudiera ejercer adecuadamente sus funciones aun y cuando los actos que emita fueran del todo legales, pues el derecho de defensa sin esta acotación, llevaría a interrumpir el procedimiento al concluirse cada una de sus etapas, lo que sin duda retardaría el oportuno ejercicio de facultades de la autoridad; en contraposición a esto y para garantizar la adecuada defensa del particular a los actos de autoridad, que por no cumplir con la regulación y requisitos que exige la norma son ilegales, es que se confiere el derecho de defensa una vez que se ha culminado con el procedimiento, es dable entonces al particular que se impugnen en forma particular todos y cada uno de los actos administrativos de trámite o su conjunto, lo que permite llegar a tres conclusiones esencialmente: 
a) La validez total del acto administrativo;

b) La invalidez o nulidad de uno de los actos del procedimiento para ordenar su reposición cuando así proceda, y
c) Declarar la invalidez o nulidad del acto administrativo por ser producto de un acto (de trámite) viciado de origen.

En ese contexto se podrá declarar la nulidad de un acto definitivo, cuando el acto que le dio origen (de trámite) este viciado o sea ilegal. Este principio doctrinario ha sido recogido por la legislación vigente, el ejemplo aplicable al caso concreto es el recurso de revisión contemplado en Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que en el artículo 131 dispone sobre la oposición a los actos de trámite, que se debe alegar dentro de procedimiento, pero que se deberá hacer valer al impugnar la resolución definitiva, para dar mayor claridad a lo antes anotado se transcribe el ordinal en cita.

ARTÍCULO 131. La oposición a los actos de trámite en un procedimiento administrativo deberá alegarse por los interesados durante dicho procedimiento, para su consideración, en la resolución que ponga fin al mismo. La oposición a tales actos de trámite se hará valer en todo caso al impugnar la resolución definitiva. (...)

En ese sentido la parte actora señala como diverso acto impugnado la resolución dictada el 23 veintitrés de marzo de 2020 dos mil veinte, por el Director General de Gobernación dependiente de la Secretaria General de Gobierno, mediante la cual se le está imponiendo al enjuiciante una multa de ********** que equivalen a la suma de **********, de tal manera que es a partir de la fecha de notificación de dicha resolución en que inicia el cómputo del término de los treinta día para la interposición de la demanda conforme al artículo 24 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Por tanto, para resolver lo relativo a la extemporaneidad de la demanda resulta conveniente tener en cuenta el contenido del normativo  ya mencionado que dice lo siguiente:
“ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:

I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes:

a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.

b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos.

c) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.

 (…)”

Del contenido literal del precepto transcrito, se deduce que el plazo para ejercitar la acción de nulidad es de treinta días hábiles, cuyo cómputo inicia bajo tres hipótesis a saber: a) A partir del día siguiente al en que haya surtido efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso de la resolución o acuerdo que reclame; b) A partir del día siguiente al en que el quejoso haya tenido conocimiento de los actos reclamados o de su ejecución; y c) A partir del día siguiente al en que el quejoso se hubiera ostentado sabedor de los referidos actos. 

De lo anterior se colige, que el cómputo del plazo para la interposición de la demanda de nulidad, deberá efectuarse por regla general a partir del día siguiente al en que al quejoso le haya sido notificada la resolución reclamada; al en que el particular tuvo conocimiento del acto reclamado o de su ejecución, ello, cuando no exista constancia de notificación del acto reclamado al quejoso por parte de la autoridad responsable; o bien, cuando existiendo tal constancia de notificación, aparezca probado fehacientemente que con anterioridad, el quejoso tuvo conocimiento del acto que reclama o de sus actos de ejecución. 
Corolario con lo anterior, respecto al momento en que surte efectos la notificación del acto; el artículo 40 del mismo Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dispone en su párrafo primero que las notificaciones personales surtirán efectos al día hábil siguiente en que se realicen, al señalar textualmente.
Artículo 40. Las notificaciones personales surtirán sus efectos al día hábil siguiente en que se realicen.
**********Las autoridades que conozcan del asunto, según corresponda, podrán solicitar mediante exhorto, la colaboración de las contralorías, órganos internos de control, o de los tribunales judiciales para realizar las notificaciones personales que deban llevar a cabo respecto de aquellas personas que se encuentren en lugares que se hallen fuera de su jurisdicción.

Ahora bien en el caso la parte actora al interponer su demanda de nulidad señala como fecha en que tuvo conocimiento del acto impugnado el 20 de julio de 2020, fecha en la que le fue notificado al actor la resolución impugnada, lo que se corrobora con la documental relativa a la resolución impugnada visible a foja 19 a la 24 de autos, de cuyo contenido se advierte que en el anverso de la última foja se encuentra plasmada la diligencia de notificación de la misma; además de que la autoridad demandada al producir su contestación de demanda, también sostiene que la accionante tuvo conocimiento del acto que combate en la fecha ya señalada.

Por tanto, en el caso se tiene que la notificación a la parte actora de la resolución ahora impugnada se efectuó el lunes 20 de julio de 2020, por lo cual, de conformidad con el artículo 40 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, surtió efectos el día hábil siguiente, es decir, el martes 21 de julio y en términos del artículo 24 fracción I, inciso a) del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí el término para la interposición de la demanda que en este acto se resuelve empezó el mircoles 22 de julio de 2020, incluyendo los días; Jueves 23, viernes 24, lunes 27, martes 28, miércoles 29, jueves 30, viernes 31. Del mes de agosto, lunes 3, martes 4, miércoles 05, jueves 06, viernes 07, martes 11, miércoles 12, jueves 13, viernes 14, lunes 17, martes 18, miércoles 19, jueves 20, viernes 21, lunes 24, miércoles 26, jueves 27, viernes 28 y lunes 31 de agosto. Del mes de septiembre los días; martes 01 y miércoles 02,  concluyendo el jueves 03 de septiembre del 2020, excluyendo los días inhábiles que fueron: 10 y 25 de agosto los sábados y domingos que mediaron, (25 y 26 de julio del 2020) y (1, 2, 8, 9, 15, 16, 22, 23, 29 y 30 de agosto del 2020) de conformidad con lo previsto en el artículo 15 del citado código.

Así bien, según se advierte del sello que obra en la parte superior de la foja uno de este expediente, el escrito respectivo de demanda se presentó el 01 de septiembre de 2020, en la oficialía de partes de este Tribunal, por tanto, es indudable que se encontraba dentro del término de los treinta días para impugnar el acto que reclama en este juicio, de ahí que resulta lo infundado del argumento que plantea la autoridad demandada.

Esta Sala Unitaria también advierte que la autoridad demandada además señaló que la actora no cumple con el requisito del interés jurídico para iniciar la actividad jurisdiccional ya que el actor no cumplió con el requerimiento que le fue hecho mediante acuerdo de fecha 03 de septiembre de 2020, en el sentido de que exhibiera el original y/o copia certificada de la licencia de funcionamiento  y/o autorización con folio **********;  sin embargo dicho argumento al igual que el anterior también resulta infundado ya que contrario a lo afirmado por la autoridad, la parte actora dio cumplimiento al requerimiento que le fue formulado mediante escrito presentado con su anexo respectivo, en la oficialía de partes de este Tribunal  el día veintiuno de septiembre del dos mil veinte, y al efecto exhibió como anexo de dicho escrito el original de la licencia número **********, expedida por el Secretario General de Gobierno del Estado, bajo la modalidad de “**********” clasificado como “**********”, con domicilio ubicado en la Calle ********** por lo que en consecuencia mediante el proveído de seis de octubre de dos mil veinte se le tuvo por cumplido el requerimiento en el auto dictado el tres de septiembre del dos mil veinte y por exhibiendo el original de la licencia en comento; dichas documentales obran agregadas a fojas 34 y 35 de autos.

Finalmente se advierte que la autoridad demandada también argumenta que la orden de visita e Inspección vigilancia y verificación, así como su respectiva acta de inspección circunstanciada que levantaron los inspectores, corresponden a actos preliminares que no pueden ser controvertidos por la parte actora por que no exhibió la licencia correspondiente; Al efecto dicho argumento es inoperante, en virtud de que guarda relación con lo expuesto en la parte inicial de su concepto de impugnación, en el que alegó la extemporaneidad de la demanda; sustentando su razonamiento en la notificación del acto consistente en el “Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada ********** de 13 trece de marzo del 2020 dos mil veinte”; consideraciones respecto de las cuales esta Sala se ocupó en párrafos precedentes y que fueron decretadas como infundadas, por lo que en esa medida, al haberse analizado dichas cuestiones, lo que procede es decretar inoperante el argumento ahora vertido.
Tiene puntual aplicación al respecto, la tesis de jurisprudencia XVII.1o.C.T. J/4, emitida por el Primer Tribunal Colegiado en materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, cuyo rubro y texto establecen: 
“Registro IUS: 178784 Novena Época, Registro: 178784, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXI, Abril de 2005, Materia(s): Común, Tesis: XVII.1o.C.T. J/4, Página:  1154.

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES LOS QUE PARTEN O SE HACEN DESCANSAR SUSTANCIALMENTE EN LO ARGUMENTADO EN OTROS QUE FUERON DESESTIMADOS. Si de lo alegado en un concepto de violación se advierte que la impugnación planteada se hace descansar, sustancialmente, en lo que se argumentó en otro u otros conceptos de violación que fueron anteriormente desestimados en la misma ejecutoria, en tanto que resultaron infundados, inoperantes o inatendibles, ello hace que aquél resulte a su vez inoperante, dado que de ninguna manera resultará procedente, fundado u operante lo que en dicho concepto se aduce, por basarse en  la supuesta procedencia de aquéllos.”

Por tanto, de acuerdo a lo que ordenan los artículos 228 y 229, últimos párrafos, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio del agravio que arguye el demandante en contra del acto impugnado.
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la empresa actora en su escrito inicial de demanda se localizan a fojas de la 3 a la 16 del expediente en que se actúa, respectivamente, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos.
Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉXTO.- A juicio del suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y de conformidad con el principio de mayor beneficio establecido en el artículo 252, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
 lo planteado por la parte actora en el primero y segundo de los conceptos de impugnación del escrito inicial de demanda, resultan fundados y por tanto suficientes para declarar la ilegalidad y nulidad del acto impugnado consistente en la resolución de fecha veintitrés de marzo del dos mil veinte, emitida por el Director General de Gobernación, mediante la cual se impone a la parte actora multa consistente en **********, cuya resolución es relativa a la orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación ********** y Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada ********** de fecha 13 de marzo del 2020; atentos a las consideraciones que a continuación se exponen.
Previo al estudio de los conceptos de impugnación marcados como primero y segundo, el Magistrado  ésta Segunda Sala Unitaria estima oportuno señalar los antecedentes del caso que se desprenden de las constancias del expediente.

1. Con fecha 10 de julio del 2019, fue expedida por el Secretario General de Gobierno del Estado a nombre del ahora actor, la Licencia de Funcionamiento con folio **********, en la modalidad de **********, clasificado como “**********”, con domicilio ubicado en la Calle **********, según documental visible a foja 35 de autos;
2. El 31 de enero del 2020, según el recibo de entero folio **********, expedido por la Dirección General de Ingresos, Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno, el ahora actor realizó el pago relativo al refrendo de la Licencia de Funcionamiento **********, documental visible a foja 25 de autos.

3. El 13 de marzo de 2020, el Director General de Gobernación mediante oficio **********, emitió la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación, en el establecimiento “********** “**********”, ubicado en Calle **********; (foja 51 y 52)
4. El 13 de marzo de 2020, se levantó el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada **********, del establecimiento antes señalado, documento visible a fojas 53 a la 56 de autos;

5.  Mediante resolución de fecha veintitrés de marzo del dos mil veinte, el Director General de Gobernación del Gobierno del Estado, determinó que el hoy actor incurrió en omisión consistente en no respetar el giro para el cual fue autorizado –esto es giro de ********** ya que al momento de la inspección se observó la presencia de 85 personas de las cuales 50 se encontraban ingiriendo alcohol sin acompañar alimentos- e impuso la multa consistente en **********; dicha resolución es la que constituye el acto impugnado.
Ahora bien, la parte actora en el primero y segundo de los conceptos de impugnación en síntesis arguye lo siguiente.

a) Que el acta de inspección, vigilancia y verificación circunstanciada ********** que antecede a la resolución mediante la cual se le impone la multa; no está fundada ni motivada ya que en ninguna parte de la citada acta se hace mención de las condiciones en las que se encontraba funcionando la cocina, como es, si la cocina estaba abierta, si estaba funcionando, cuanto personal había, si se estaban preparando o no alimentos, si se contaba con productos y/o materia prima para la preparación de alimentos en dicha cocina, omisión del inspector, que no da certeza al acto, porque jamás hizo pronunciamiento alguno del comportamiento, actividad y/o funcionamiento de la cocina y por tanto el acta circunstanciada es imprecisa, puesto que la mención del funcionamiento de la cocina cobra relevancia conforme a lo establecido en la fracción XXXIII del artículo 2° de la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado, conforme al cual la actividad preponderante del Restaurante-bar, es la transformación y venta de alimentos para su consumo en los mismos o fuera de ellos, y en el caso el inspector que levantó el acta ni siquiera acento las actividades de la cocina, para así saber si el establecimiento en efecto estaba trabajando un giro diferente al otorgado.
b) Que además de lo anterior en la resolución dictada el 23 veintitrés de marzo de 2020 dos mil veinte, por el Director General de Gobernación dependiente de la Secretaria General de Gobierno, mediante la cual se le está imponiendo al enjuiciante una multa de **********, hay una falta de motivación y fundamentación, porque cual es el giro autorizado y cual el giro que supuestamente se estaba desarrollando , pues en el considerando 4 dicha resolución señala “En la especie la omisión por parte del establecimiento visitado, consistente en que durante la inspección se encontró violando el Giro otorgado al encontrarse trabajando con un giro diferente al documento presentado. Deviene entonces el incumplimiento a lo previsto por la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado, específicamente en su artículo 32 fracción II que expresa: y concluye reiterando que hay una falta de motivación al no señalar el giro autorizado y cuál era el giro que supuestamente se estaba desarrollando, contraviniendo el artículo 165 del Código Procesal Administrativo 
A consideración de esta Segunda Sala Unitaria, los argumentos que plantea la parte actora en los conceptos de impugnación que han quedado precisados y que son materia de análisis devienen fundados, y suficientes para desvirtuar la legalidad del acto de autoridad impugnado por lo siguiente.

En primer lugar, el agravio del hoy accionante se encuentra encaminado a señalar que el acto debatido se encuentra indebidamente motivado; por lo que para poder resolver dicho planteamiento, es necesario precisar en primer término que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que dice.

“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.

Asimismo, dicha obligación se encuentra contenida en los artículos 164, fracción V, 165, fracción II, y 167, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los que son categóricos en señalar que es un elemento y requisito del acto administrativo el estar adecuadamente fundado y motivado; y que en caso de que se omitiera o fuera irregular lo anterior, producirá la nulidad del acto administrativo, por lo que en ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión. Normativos legales que textualmente dicen.

Artículo 164. Son elementos del acto administrativo:

…

V. Estar fundado y motivado;

…

Artículo 165. Son requisitos del acto administrativo:

…

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;

…

Artículo 167. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo.”
Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; ello implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 

Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica.  

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

En ese sentido, para que un acto o resolución administrativa cumpla con las exigencias establecidas en el artículo 16 constitucional y 164 fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; debe contener el precepto legal aplicable al caso y las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, de ahí que dicha obligación es parte de los requisitos de legalidad del acto de autoridad, lo que implica que la autoridad además del precepto legal aplicable, debe asentar toda aquella información sobre la naturaleza de la infracción cometida – así como su lugar, fecha, hora y las circunstancias del caso- que permitieran su conocimiento exacto o sirviera para deducir las consecuencias derivadas de un hecho, es decir, cómo el inspector habilitado para la inspección del lugar se cercioró que efectivamente el gobernado había cometido la infracción a la ley que le es atribuida; lo que únicamente se logra a través de la descripción detallada de las circunstancias relativas a la infracción cometida por el gobernado, es decir, a través de la debida motivación del Acta de inspección circunstanciada.
Establecido lo anterior, en la especie se tiene a la vista el Acta de inspección, vigilancia y verificación circunstanciada ********** de fecha trece de marzo del dos mil veinte, que obra en copia certificada en la foja 53 a la 56 del expediente en que se actúa, advirtiéndose en ella, que en el apartado de “OBSERVACIONES GENERALES” de la misma, el Inspector que levantó el acta asentó como parte de su circunstanciación; “la presencia de 85 personas mayores de Edad al interior del establecimiento de las cuales 50 se encuentran infringiendo bebidas alcohólicas sin acompañar con alimentos” sin referir de forma alguna como es que se cercioró de que las personas que menciona no estaban en espera de alimentos, tal y como se desprende de la siguiente transcripción: 
[Al momento de la inspección en el negocio denominado **********”,con giro de **********, tras verificar que no tiene la licencia original ni refrendo 2019 a la vista, previa identificación del suscrito inspector se le solicito las mismas a la C. **********, quien funge como encargada del lugar, presenta licencia original expedida por el Gobierno del Estado, misma que legitima el giro, con folio ********** de fecha 10 de julio de 2019. Se menciona la presencia de 85 personas mayores de Edad al interior del establecimiento de las cuales 50 se encuentran infringiendo bebidas alcohólicas sin acompañar con alimentos, como lo marca el giro de la Licencia por lo cual se levanta el acta actual.  Para los fines legales a que dé lugar.] 
Del contenido de la transcripción anterior se advierte que la circunstanciación vertida en el Acta de inspección, vigilancia y verificación circunstanciada **********en ninguna parte menciona cual es el giro que se encontró realizando en ese momento, pues si bien es cierto, establece como parte de su motivación para considerar que no se respetaba el giro autorizado – ********** – la presencia de 85 personas mayores de Edad al interior del establecimiento de las cuales 50 se encuentran infringiendo bebidas alcohólicas sin acompañar con alimentos, También es cierto que, fue omiso en señalar como fue que llegó a la conclusión de que las cincuenta personas que refiere estaban ingiriendo bebidas alcohólicas sin alimentos, pues no señala si les preguntó a las mismas, o si estaban en espera de algún alimento y estas le refirieron que no, o si verificó con el personal del establecimiento, o bien, si se percató que en la cocina del lugar no había ningún indicio de que se estuviera preparando alimentos y que permitiera al inspector tuviera conocimiento exacto o sirviera para deducir las consecuencias derivadas de un hecho, es decir, como el inspector actuante se cercioró que efectivamente el ahora actor se encontraba trabajando con un giro diferente al que le fue autorizado; lo que únicamente se logra a través de la descripción detallada de las circunstancias relativas a la infracción cometida por el gobernado, es decir, a través de la debida motivación de ahí que dentro del texto del diverso acto impugnado consistente en el Acta de inspección, vigilancia y verificación circunstanciada **********, el funcionario que levantó el acta no señaló las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que tuvo en consideración para señalar que de las ochenta y cinco personas que había en el lugar, cincuenta se encontraban ingiriendo bebidas alcohólicas sin acompañar alimentos, -tal y como lo argumenta la parte demandante-. 
Lo anterior es así, pues no debe perderse de vista que la motivación son las circunstancias especiales, razones particulares inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, elementos y requisitos que son indispensables para que el acto sea jurídicamente motivado y válido; lo que evidentemente no se cumplió en la especie, pues dentro del cuerpo del “Acta de inspección, vigilancia y verificación circunstanciada **********, nunca se señalaron esas circunstancias y razones por las que se pudiera considerar que se estaba trabajando sin respetar el giro autorizado, es decir, que de las ochenta y cinco personas que había en el lugar, cincuenta se encontraban ingiriendo bebidas alcohólicas sin acompañar alimentos, así como la forma en que la enjuiciada se cercioró de ello.
Respalda lo anteriormente señalado, lo sostenido por los Tribunales Colegiados de Circuito, en la jurisprudencia, publicada en la página 15 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Octava Época, Tomo Núm. 86-1, febrero de 1995, materia Administrativa, con número de registro 208965, que textualmente dice lo siguiente.

“ACTAS DE INSPECCION. LOS REQUISITOS DE FUNDAMENTACION Y MOTIVACION NO SON APLICABLES A LAS, POR NO SER RESOLUCIONES.

Los requisitos constitucionales de motivación y fundamentación legales, que se imponen a los actos de autoridad, no son aplicables a las actas de inspección que realiza la autoridad administrativa, por no ser resoluciones, actas que sólo deben de cumplir con una debida circunstanciación.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 2524/90. Víctor J. Sotelo Sánchez. 22 de noviembre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretario: Fernando A. Ortiz Cruz.

Amparo en revisión 2664/90. Santa Noriega Guerrero. 17 de enero de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretario: Fernando A. Ortiz Cruz.

Amparo en revisión 704/94. Jorge Ibarra Calderón y coagraviados. 27 de abril de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime C. Ramos Carreón. Secretaria: Silvia Martínez Saavedra.

Amparo en revisión 1184/94. Marco A. Ruiz Jiménez y coagraviados. 8 de junio de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretario: Emiliano Hernández Salazar.

Amparo en revisión 2324/94. Jefe de la Unidad Departamental de Reglamentos e Inspección de la Delegación Iztapalapa. 25 de octubre de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: David Delgadillo Guerrero. Secretario: Ramón E. García Rodríguez.
De igual manera apoya las consideraciones de esta Sala Unitaria, el criterio sostenido, por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia, publicada en la página 1111 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Decima Época, Libro XXIV, septiembre de 2013, Tomo 1111, materia Administrativa, con número de registro 2004372, la cual si bien es cierto se refiere al “acta de visita domiciliaria para verificar la expedición de comprobantes fiscales” también es cierto que, dilucida lo relativo a la debida circunstanciacion del acta de visita, de ahí que se cita por analogía al caso en particular en lo que se refiere a la circuntanciacion del acta y cuya jurisprudencia es del contenido siguiente.

ACTA DE VISITA DOMICILIARIA PARA VERIFICAR LA EXPEDICIÓN DE COMPROBANTES FISCALES. SU DEBIDA CIRCUNSTANCIACIÓN REQUIERE QUE EL VISITADOR ASIENTE LAS CIRCUNSTANCIAS DE TIEMPO, MODO Y LUGAR DE LAS QUE DERIVE LA FORMA EN QUE SE CERCIORÓ DE QUE EL ESTABLECIMIENTO SE ENCUENTRA ABIERTO AL PÚBLICO.

De los artículos 42 y 49, fracciones II y IV, del Código Fiscal de la Federación deriva que en toda visita domiciliaria para verificar el cumplimiento de obligaciones fiscales en materia de expedición de comprobantes fiscales, la autoridad hacendaria debe levantar un acta circunstanciada en la que hará constar los hechos u omisiones conocidos durante la visita, en términos del indicado código y de su reglamento o, en su caso, las irregularidades detectadas. Ahora, el requisito relativo al acta de visita circunstanciada consiste en detallar o pormenorizar las circunstancias de tiempo, modo y lugar de los hechos, omisiones e irregularidades detectadas, esto es, deben precisarse los datos concretos inherentes que posibiliten apreciar objetivamente que el establecimiento se encuentra abierto al público, así como los medios que utilizó el visitador para constatar tal circunstancia, pues la omisión de hacerlo traería como resultado la ilegalidad del acta de visita correspondiente; no obstante, esa carga puede encontrar ciertos matices, pero en todos los casos aquél debe asentar de manera razonada y con los medios a su alcance, la forma en que se cercioró de las actividades que se realizan en el lugar visitado, lo cual puede incluir una serie de especificaciones que en su momento deberá valorar la autoridad para determinar, en caso de impugnación, si el acta se encuentra debidamente fundada y motivada, sin que ello implique dejar al arbitrio del visitador el señalamiento de los elementos que considere oportunos pues, en todo caso, éstos deben satisfacer los requisitos aludidos para la salvaguarda del principio de legalidad previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Contradicción de tesis 138/2013. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito. 5 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Tesis de jurisprudencia 120/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de junio de dos mil trece.

De ahí que la circunstanciación asentada en el “Acta de inspección, vigilancia y verificación circunstanciada ********** en controversia no generen convicción de que el funcionario encargado de su práctica efectivamente se cercioró de que de las ochenta y cinco personas que había en el lugar, cincuenta se encontraban ingiriendo bebidas alcohólicas sin acompañar alimentos, a fin de dejar constancia circunstanciada de la forma por la que se cercioró de ello, situación que se debía de haber verificado, para así tener por enunciados debidamente los motivos por los que se llegó a la convicción de que el negocio denominado **********” con giro de **********, estaba funcionando sin respetar el giro para el cual fue autorizada mediante la licencia No. **********, incurriendo en contravención al artículo 32 fracción II de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado.
Lo anterior, tomando en consideración, que la circunstanciación de la diligencia debe arrojar plena convicción y para ello, se deben asentar los datos y los hechos que arrojen esa conclusión en forma objetiva; a fin de no provocar incertidumbre jurídica en la esfera jurídica del contribuyente y en observancia a los requisitos de motivación y fundamentación que tutela el artículo 16 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos.
En las relatadas condiciones y con apoyo en las consideraciones establecidas en párrafos precedentes, esta Sala Unitaria considera que el acto administrativo consistente en el “Acta de inspección, vigilancia y verificación circunstanciada **********, visible a fojas 53 a la 56 de autos, adolece del requisito de seguridad y certeza jurídica previsto por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dado que en el contenido del mismo se advierte que no se encuentra debidamente motivado; por lo que atendiendo a lo dispuesto por el artículo 250, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado, proceda declarar su ilegalidad e invalidez y por tanto la nulidad del mismo, dado que se dictó en contravención a las disposiciones legales que exigen la debida fundamentación y motivación de los actos de autoridad.

En ese orden de ideas, misma suerte siguen las actuaciones y consecuencias que tuvieron como origen en el acto administrativo consistente en el “Acta de inspección, vigilancia y verificación circunstanciada **********-como lo fue la resolución dictada el 23 veintitrés de marzo de 2020 dos mil veinte, por el Director General de Gobernación dependiente de la Secretaria General de Gobierno, mediante la cual se le está imponiendo al enjuiciante una multa de **********, que equivalen a la suma de **********, y que se encuentra visible a foja 19 a la 24 de autos -, por tener sustento en un acto viciado de ilegalidad.
Esto es, por derivar los restantes actos impugnados de un acto que se encuentra afectado de nulidad, es evidente que en aquéllos subsiste el vicio detectado en el acto que les da vida, razón por la cual al decretarse la anulación de éste, los actos que engendró no pueden subsistir. 

Sirve de apoyo a esta consideración, la Jurisprudencia sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el Informe de Labores del año de 1979, rendido por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, páginas 39 y 40, cuyo tenor es el siguiente:

 “FRUTOS DE ACTOS VICIADOS.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darle valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechados por quienes las realizan, y por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”.

Por tanto, con fundamento en el artículo 250, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por consecuencia la NULIDAD de la “Acta de inspección, vigilancia y verificación circunstanciada **********, asi como de la “resolución dictada el 23 veintitrés de marzo de 2020 dos mil veinte, por el Director General de Gobernación dependiente de la Secretaria General de Gobierno, mediante la cual se le está imponiendo al enjuiciante una multa de ********** procediendo a dejarlos sin efecto legal alguno, conforme a lo dispuesto en el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues se ha justificado que los mismos, se encuentran viciados de ilegalidad, al vulnerar el principio de seguridad jurídica, tutelado por el artículo 16 de nuestra Carta Magna.

Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; por lo que se ordena a la demandada dejar sin efectos los tramites que se hubieren realizado con motivo de la emisión de los actos que han sido declarados nulos.

En atención al resultado al que se llegó, el análisis de los restantes conceptos de impugnación que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda resulta innecesario, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. 

Refuerza lo anterior, la jurisprudencia, cuyo texto señala lo siguiente:

"1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647.
CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

En virtud de lo expuesto y fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III y 28  de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y de los numerales  250 fracción IV, 251 y 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se, RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por consecuencia la NULIDAD del “Acta de inspección, vigilancia y verificación circunstanciada **********, de fecha 13 de marzo del 2020, así como también del acto administrativo consistente en la resolución dictada el 23 veintitrés de marzo de 2020 dos mil veinte, por el Director General de Gobernación dependiente de la Secretaria General de Gobierno, mediante la cual se le está imponiendo al enjuiciante una multa de **********), de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Sexto de ésta Sentencia.

TERCERO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente al actor y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe. Rubricas.
	“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
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� ARTÍCULO 131. La oposición a los actos de trámite en un procedimiento administrativo deberá alegarse por los interesados durante dicho procedimiento, para su consideración, en la resolución que ponga fin al mismo. La oposición a tales actos de trámite se hará valer en todo caso al impugnar la resolución definitiva





� “ARTÍCULO 252…


…


Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.”





